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Bl En segundo término. si nos ceñimos a la reso­
lución gubernativa que ha denegado el ejercicio del dere­
cho de reunión. resulta significativo que la propia Sen­
tencia de la que discrepo le haya reprochado no haber
fundamentado con mayor detalle que el posible colapso
de tráfico en Madrid fuera total, asf como sus efectos
sóbre los servicios esenciales afectados -de ambulan­
cias. policla y bomberos- "Y como todo ello puede pro­
ducir alteraciones del orden público con peligro para
personas o bienes». Por lo que no deja de sorprender
que. a continuación. se considere suficiente la funda­
mentación. "aunque se centra esencialmente en con­
sideraciones de tipo genérico relativas al tráfico». por
el hecho de haberse referido a ciertas circunstancias
especificas del lugar yel dla Y hora elegidos. así como
a las obras que se estaban realizando en aquel momento
en ciertas calles. Y a estas circunstancias concretas.
exclusivamente referidas a las posibles alteraciones del
tráfico urbano. también se ha hecho referencia en la
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.
que confirma dicha resolución gubernativa.

De ello resulta. pues. que la concentra'ción convocada
por la recurrente de amparo fue prohibida únicamente
por razón de su incidencia sobre el tráfico viario en la
zona elegida para su celebración partiendo de una gené­
rica consideración de tal circunstancia. Lo que mal se
compadece. en ausencia de otras concretas razones jus­
tificativas. con el peligro para las personas Y bienes que
necesariamente requiere el límite del arto 21.2 C.E. Pero
ha de tenerse en cuenta. además. que la resolución
gubernativa afirma en su considerando 3.°. sin apoyo
en otros datos. que el hecho de celebrarse la concen­
tración en la plaza de Canalejas "provocarla un total
colapso .de tráfico» que afectaría no sólo a dicha zona
sino también a las adyacentes de "Puerta del Sol, calle
de Alcalá. Gran Vía y plaza de Cibeles. las cuales cons­
tituyen principales ejes circulatorios esenciales» en los
que existe una importante aglomeración de vehículos
públicos y privados. Afirmación frente a la que cabe opo­
ner, en primer lugar. el hecho notorio de ser "la Puerta
del Sol» una zona de tráfico restrin.gido en las horas
previstas para la concentración. De suerte que en poco
puede verse afectada la circulación procedente de la
calle de Alcalá y con destino a la mill,ma y si sólo la
más limitada que desde dicha calle se dirige a la carrera
de San Jerónimo. En segundo lugar. la resolución guber­
nativa' reconoce que la zona elegida para la concentra­
ción no es un eje esencial de tráfico en Madrid. sino
las zonas adyacentes de Alcalá. Gran Vía y Cibeles; cir"
cunstancia que lógicamente obligaba a la autoridad
gubernativa a justificar. lo que no hizo. por qué era impo­
sible aislar y cerrar al tráfico. por tres horas. la men­
cionada plaza de Canalejas e incluso. si "el número de
los concentrados lo requería. una parte de la calzada
de la calle de Alcalá en su confluencia con dicha plaza.
Pues es evidente que. caso de adoptarse por la autoridad
las medidas oportunas. ello no habría afectado grave­
mente a los ejes esenciales de tráfico en Madrid. que
en sentido Norte-Sur son el paseo de la Castellana-Ci­
beles-EI Prado y en sentido Este-Oeste los de Alcalá-Ci­
beles-Gran Vía. De suerte que. en definitiva. al no estar
afectados estos ejes principales mal podía estimarse la
posibilidad de un "total colapso» del tráfico urbano ni.
por tanto: podía gene'rarse una situación de alteración
del orden público con peligro para la integridad de las
personas o sus bieneS. aun de carácter indirecto. por
la imposibilidad de acceso a la zona por parte de los
servicios esenciales de ambulancias. policía y bomberos.

Madrid. a trece de mayo de mil 'novecientos noventa
y cinco.

14337 Sala Primera. Sentencia 67/1995. de 9
de mayo de 1995. Recurso de amparo
3.018/1992. Confederación General del Tra­
bajo (C.G. T.J. contra Resolución de nombra­
miento de los miembros del Consejo de Admi­
nistración de "Paradores de Turismo de Espa­
ña. Sociedad Anónima». y Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo. revocatoria
de la dictada por la Audiencia Nacional que
habra reconocido el derecho de la demandan­
te a est¡;¡r presente en el Consejo de Admi­
nistración de dicha Sociedad Estatal. Supues­
ta vulneración de los derechos a la igualdad
ya la libertad sindical.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidellte; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera. y don Javier Delgado Barrio. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.018/92. interpuesto
por la Confederación General del Trabajo (C.G.T.). repre­
sentada por la Procuradora de los Tribunales doña María
Luisa López-Puigcerver Portillo y defendida por el Letra­
do. señor García Cediel. contra la Resolución de nom­
bramiento de los miembros del Consejo de Administra­
ción de la Sociedad Estatal "Paradores de Turismo de
España. S.A.». y contra la Sentencia de la Sala de lo
Social del Tribunal Supremo. de 1 de octubre de 1992.
que revocó la dictada por la Sala de lo Social de la
Audiencia Nacional, de 25 de junio de 1991. que reco­
nocía el derecho de la demandante 8-"estar presente
en el Consejo de Administración de la empresa referida.
Han comparecido el Ministerio Fiscal, el Abogado del
Estado y la Empresa Pública "Paradores de Turismo de
España. S.A.». representada por la Procuradora. doña
Almudena Vázquez Juárez y defendida por el Letrado.
don Antonio de la Fuente García. Ha sido Ponente el
Magistrado don Pedro Cruz Villalón. quien expresa el
parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. El 9 de diciembre de 1992 se presentó en el
Registro del Tribunal por parte de la Confederación Gene­
ral del Trabajo (C.G.T.) la demanda de quese hace mérito
en el encabezamiento.

2. Los hechos en que se basa la demanda de ampa­
ro son. en síntesis. los siguientes:

a) Con fecha 4 de septiembre de 1990 se publica
el Convenio Colectivo del organismo autónomo. depen­
diente del Ministerio de. Transportes. Turismo y Comu- .
nicaciones. «Administración Turlstica Española» (en ade­
lante. A.T.E). para los años 1990 y 1991. cuyo arto 70.
coincidiendo con el arto 68 del anterior Convemo Colec­
tivo. establece textualmente que "cada central sindical
que. de acuerdo con la legislación vigente esté dotada
de representatividad en el Comité Intercentros. deSig­
nará. entre los trabajadores de la Red. un miembro para
representarla en los órganos colegiados rectores
de A.T.E.».
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b) Con fecha 18 de enero de 1991. el Organismo
Autónomo A.T.E. es sustituido orgánicamente por la
empresa pública "Paradores de Turismo de España. S.A.».
en cuyos estatutos se establece que el gobierno y admi­
nistración de las sociedades estarán encomendados a
la Junta General de Accionistas y al Consejo de Admi­
nistración. el cual estará integrado por diez Consejeros.
de los que seis serán nombrados a propuesta del Minis­
terio de Transportes. Turismo y Comunicaciones y cuatro
a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda.

c) Se constituye el primer Consejo de Administra­
ción y del mismo pasan a formar parte dos trabajadores.
uno afiliado a la Unión General de Trabajadores (U.G.T.)
y otro a Comisiones Obreras (CC.OO.).

d) Como quiera que el sindicato recurrente en ampa­
ro. Confefleración General de Trabajadores. contaba con
un representante en el Comité Intercentros de la Admi­
nistración Turística Española. solicitó. conforme a lo esta­
blecido en el antes mencionado arto 70 del Convenio
Colectivo. del Ministerio de Transportes. Turismo y
Comunicaciones la designación de un vocal del Consejo
de Administración de Paradores. solicitud que fue
denegada,

e) La central sindical recurrente en amparo promo­
vió demanda de conflicto colectivo ante la Sala de lo
Social de la Audiencia Nacional. que fue estimada en
Sentencia de 25 de junio de 1991. reconociéndose el
derecho que asiste a dicha central sindical a estar pre­
sente en el Consejo de Administración de "ParadOres
de Turismo de España. S.A.» con un vocal.

f) Interpuesto recurso de casación por la parte
demandada. el Tribunal Supremo. Sala de lo Social. dictó
Sentencia el 1 de octubre de 1992. por la que estima
dicho recurso anulando la Sentencia dictada por la Sala
de lo Social de la Audiencia Nacional. y absolviendo a
los codemandados de las pretensiones deducidas en su
contra.

3. La demanda alega que la Resolución adminis­
trativa de "Paradores de Turismo de España. S.A.». así
como la resolución judicial del Tribunal Supremo vul­
neran los arts. 14. 24 y 28.1 de la Constitución. Se
argumenta en síntesis: a) Ante un único criterio admi­
sible. a saber. la presencia en el Comité Intercentros.
circunstancia que se da. tanto respecto de U.G.T. y
CC.OO.. como de la central recurrente. la exclusión de
la C.G.T. del Consejo de Administración constituye una
discriminación en relación con las otras centrales que
tienen su representante; frente, a la libertad de nombra­
miento de miembros del Consejo de Administración esta­
blecida en los Estatutos de la Sociedad. debe prevalecer
el principio de igualdad y libertad sindical. b) Al margen
de que no cabe sostener una interpretación reduccionista
del arto 70 del Convenio Colectivo. por la que se limite
la presencia de los representantes sindicales en el deno­
minado "Consejo Rector». el arto 28.1 C.E. ampara
medios de acción sindical adicion¡¡les. concretamente.
el que emana por vía convencional. E¡ll derecho de la
central sindical de designar un miembro de los "órganos
colegiados rectores de P.T.E.». c) Puesto que dos voca­
les en el Consejo han sido designados en representación
de U.G.T. y CC.OO.• no hay razón para la exclusión de
la representación de C.G.T.. toda vez que tales nombra­
mientos deben ajustarse al cumplimiento de los com­
promisos en cuanto a derechos sindicales que fija el
vigente Convenio Colectivo. y no hay causa objetiva ni
razonable para la diferencia de trato que se ha producido;
y d) La Sentencia recurrida ha lesionado el derecho
a la tutela judicial efectiva que consagra el arto 24 e.E..
permitiendo la marginación de una opción sindical con

presencia en el más alto órgano de representación de
los trabajadores. y legitimando la privación a esta opción
sindical de la percepción de dietas, por asistencia.

4. ' Mediante providencia de la Sección Segunda de
22 de abril de 1993 fue admitida a trámite la demanda.
requiriéndose de ,los órganos judiciales la remisión de
las actuaciones. con emplazamiento de quienes fueron
parte en el procedimiento. a excepción de la propia
recurrente en amparo.

5. La Sección Segunda de la Sala Primera acordó
por providencia di! 31 de mayo de 1993 tener por reci­
bidas las actuaciones remitidas. ·así como los escritos
del Abogado del Estado. personándose en las actuacio­
nes. y del Letrado don Antonio de la Fuente García. cam­
pareciimdo en nombre de la entidad "Paradores de Turis­
mo de España. S.A.». Al mismo tiempo. acordó dar vista
de las actuaciones por término legal a las partes per­
sonadas y al Ministerio Fiscal.

6. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional. en sus
alegaciones presentadas el25 de junio de 1993. interesa
la denegación del amparo solicitado. Descarta. de un
lado. la existencia de la denunciada discriminación (art.
14 C.E.l. porque. según se afirma en el rectificado hecho
tercero. no consta que los señores Bolumar y Hernández
fueran trabajadores de la sociedad de "Paradores de
Turismo. ni que representen en el Consejo de Adminis­
tración a U.G.T. y a CC.OO. respectivamente. ya que su
designación fue hecha por el Estado. único socio fun­
dador. Rechaza. de otro. que se haya producido lesión
del derecho a la libertad sindical. pues. a pesar de que
de la literalidad de la cláusula convencional se desprende
que C.G.T. tenía derecho a estar representada en el órga­
no' rector de la sociedad. el Convenio no puede ir en
contra ni modificar lo dispuesto en el Real Decreto
210/1979. de 11 de enero. que reorgani:ló A.T.E.. ni
en contra de la ley 4/1990 que acordó la transformación
dél organismo autónomo en sociedad anónima y que
tampoco tuvo en cuenta la representación social en el
Consejo. atribuyendo la representación en éste a los
Ministerios interesados. Ello es una cuestión de prelación
de normas sobre la que este Tribunal Constitucional ya
ha tenido ocasión de pronunciarse (SSTC 210/1990.
fundamento juríltico 2.°. 177/1984. fundamento jurídi­
co 4.°).

7. En su escrito de 24 de junio de 1994. presentado
al día siguiente en el Registro del Tribunal. el Abogado
del Estado se opone también a la solicitud de amparo.

. Alega que no existe violación del arto 14 C.E. en la desig­
nación del Consejo de Administración de la empresa
pública "Paradores de Turismo de España. S.A.». porque
no hubo ningún trabajador de La empresa afiliado a un
sindicato. que fuera designado. en la condición de tal.
como miembro del Consejo de Administración. La desig­
nación se ha hecho sin más condiciones que el que
las propuestas' lo han sido en número de seis ¡lar el
Ministerio de Transportes. Turismo y Comunicaciones y.
en número de cuatro. por el Ministerio de Economía
y Hacienda. La Sociedad Estatal difiere en su 'estruc­
tura y funcionamiento de forma sustancial del organismo
autónomo. En el Consejo de Administración de hoy no
está prevista la representación de las centrales sindi­
cales. Ni la Unión General de Trabajadores. ni Comisiones
Obreras tienen representante alguno en el Consejo de
Administración de la Entidad "Paradores de Turismo de
España. S.A.». Por otra parte. descarta que la no inclusión
de representantes sindicales en el Consejo de Adminis­
tración del nuevo organismo suponga restricción del con­
tenido adicional del arto 28.1 C.E.. por cuanto no se priva'
a los sindicatos de sus posibilidades en otros órganos
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de la entidad; en concreto, el «comité recton> de la socie­
dad reúne en su seno, de conformidad con la Resolución
de la presidencia de la compañía de 27 de febrero de
1991, entre otros, a representantes de los sindicatos
con presencia en el comité intercentros. Finalmente, afir­
ma que tampoco cabe entender que haya habido
indefensión.

8. La Sociedad Estatal «Paradores de Turismo de
'España, S.A.», en su escrito de 29 de junio de 1993,
interesa igualmente la denegación del amparo solicitado.
Argumenta,' en este sentido, que no se ha producido
un incumplimiento de lo previsto en el arto 70 del Con­
venio Colectivo toda vez que, de una parte, no es posible
asimilar las funciones del antiguo Consejo Rector del
organismo autónomo A.T.E., meramente consultivas, con
las facultades d.el Consejo de Administración de «Pa­
radores de Turismo de España, S.A.», de carácter eje­
cutivo y decisorio; de otra parte, del Consejo Rector de
P.T.E forma parte un vocal por cada una de las centrales
sindicales con presencia en el Comité lntercentros, tal
como establece el citado precepto.

9. Por diligencia de 6 de julio de 1993 se hizo cons­
tar que el Procurador de la recurrente no había evacuado
el trámite de alegaciones conferido, quedando así los
autos conclusos y pendientes de señalamiento para vota­
ción y.deliberación.

10. Por providencia de 8 de mayo de 1995 se seña­
ló para deliberación y fallo de la presente Sentencia el
día 9 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurldicos

1. La central sindical recurrente en amparo, Con­
federación General del Trabajo (C.G.T.), considera que
la Sociedad Estatal «Paradores de' Turismo de Espa­
ña, S.A.» (en adelante, P.T.E.), ha vulnerado sus derechos
fundamentales a la igualdad (art. 14 C.E.) y a la libertad
simjical (ar!. 28.1 C.E.) al no admitir la presencia de
aquélla, por medio de un vocal, en el Consejo de Admi­
nistración de dicha entidad, siendo así que el arto 70
del Convenio Colectivo del organismo autónomo Admi­
nistración Turística Española (A.T.E.), de cuya transfor­
mación surge P.T.E., había previsto la participación, en
todos sus órganos colegiados rectores, de las centrales
sindicales dotadas de representatividad en su Comité

'lntercentros, entre las que se encontraba la recurrente.
Idénticas vulneraciones de derechos fundamentales se
imputan a la Sentencia de 1 de octubre de 1992 de
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo en la medida
en qlJe, casando la Sentencia, de 25 de junio de 1991,
de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional. deses­
tima la indicada pre,tensión de la central' sindical, con
cuya conducta, entiende, se habría producido además
una vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.)

'2. Dado que la demanda puede resultar equívoca
en este sentido, conviene precisar que el acto objeto
de impugnación por parte de la recurrente en amparo
es la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supre­
mo (art.' 44.1 LOTe), por más que el origen mediato
de las vulneraciones de derechos fundamentales, como
se ha señalado, se sitúe en la Resolución del Consejo
de Administración de P.T.E. frente a la que C.G.T. pro­
movió conflicto colectivo ante la Audiencia Nacional.

3. Pasando ya al fondo de la demanda de amparo,
conviene ante todo señalar, por lo que hace a la alegada

vulneración del arto 24 C.E., que la misma tiene un carác­
ter enteramente subordinado a la alegación de vulne­
ración de los restantes derechos invocados, eñ este caso,
los contenidos en los arts.· 14 y 28 C.E., es decir, la
vulneración del arto 24 C.E. no es alegada sino en la
medida en que las quejas relativas al principio de igual­
dad y a la libertad de sindicación no han encontrado
acogida en la Sehtencia de la Sala de lo Social del Tri­
bunal Supremo, razón por la cual la respuesta a la invo­
cación de la tutela ,judicial efectiva queda subsumida
en la que se dé a dichas otras quejas.

4. La infracción de los arts. 14 y 28.1 C.E. se imputa
en la demanda, separadamente. a la empresa pública
y al· Tribunal Supremo, si bien con argumentos aplicables
por igual a ambos destinatarios o sujetos pasivos de
tales derechos; en particular, la demanda discrepa de
los diferentes argumentos ofrecidos por la resolución
judicial im'pugnada para no atender la pretensión inielal
de la central sindical recurrente en amparo. Ahora bien,
por más que en esta argumentación la invocación del
principio de igualdad y de la libertad sindical aparezcan
relativamente mezcladas, conviene, en aras de la cla­
ridad, dar respuesta separada en relación con cada uno
de estos derechos. A estos efectos, daremos comienzo
por el que se recoge en el arto 28.1 C.E.. el derecho
fundamental a la libertad sindical, toda vez que ~I even­
tual acogimiento de la vulneración de tal derecho vendría
a hacer innecesario el contraste éon el principio de
igualdad.

5. Entiende la central sindical que el no reconoci-'
miento de su derecho a estar presente en el Consejo
de Administración de P.T.E. por medio de un vocal supo­
ne una vulneración de la libertad sindical toda vez· que
se tratara de un «contenido adicional» de dicha libertad
sindical· incorporado por medio del Convenio Colectivo
de A.T.E. en el que se ha subrogado P.T.E. Puesto que
el arto 70 del citado Convenio exigía la participación de
la central sindical en todo órgano que reuniera la doble
naturaleza de «colegiado» y «rector», aquélla debía pasar
a incorporarse al mencionado Consejo de Administra­
ción.

Esta alegación debe ser desestimada. Prescindijlndo
de la cuestión,resuelta negativamente (STC 30/1992,
fundamento jurídico 5.°, entre otras), de si cualquier dere­
cho reconocido a las centrales sindicales por medio de
un Convenio Colectivo viene a erigirse, sin más, en el
llamado «contenido adicional» de la libertad sindical. con
el consiguiente efecto expansivo de esta jurisdicción de
amparo constitucional, es el caso que, en particular, la
Sentencia impugnada, en una interpretación perfecta­
mente razonada y razonable, ha entendido que el man­
tenimiento de un Consejo Rector en P.T.E. con repre­
sentación de todas la centrales sindicales con represen­
tación, a su vez, en el comité intercentros, supone un
cumplimiento de lo previsto en el arto 70 del Convenio,
sin que sea óbice la no eXtensión de esta representación
al nuevo órgano colegiado, constituido por el Consejo
de Administración de P.T.E., propio de la sociedad anó­
nima en la gue había venido a transformarse el orga­
nismo autónomo A.T.~. Como hemos tenido ocasión de
señalar recientemente, en un supuesto en el que, sin
embargo, no había dudas acerca de la dimensión cons­
titucional de un específico contenido de un derecho de
configuración legal. «ante dos interpretaciones divergen­
tes, y no son las únicas posibles, relativas a una garantía
creada por el legislador en su labor de configuración
del derecho fundamental. la misión de este Tribunal
Constitucional no es la de inclinarse apriorísticamente
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por la que resulte más beneficiosa, sin más, para el titular
del derecho fundamental. sino más correctamente, la
de constatar si la interpretación llevada a cabo por el
Juez o Tribunal, en su función de tutela de los derechos
e intereses legítimos (art. 24.1 C.E.) salvaguarda o no
suficientemente, eh su contenido sustancial o básico,
dicha garantía legal» (STC 287/1994, fundamento jurí­
dico 4.°). La interpretación, por tanto, llevada a cabo
por la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, casando
la de la misma Sala de la Audiencia Nacional, respecto
del alcance del arto 70 del Convenio Colectivo de ATE.
no ha vulnerado el derecho fundamental a la libertad
sindical de la recurrente en amparo.

6. La frustración de la pretensión de la central.sin­
dical recurrente de incorporarse al Consejo de Admi­
nistración de P.T.E. es impugnada también, y por último,
desde la perspectiva del derecho fundamental a la no
discriminación (art. 14 C.E.), por cuanto, a diferencia de
lo que ha sido su caso, las otras <:entrales sindicales
con representación en el Comité Intercentros, Unión
General de Trabajadores (U.G.T.) y Comisiones Obreras
(CC.OO.) si habrían conseguido representación en dicho
órgano. En efecto, de los diez'miembros del citado Con­
sejo previstos en los estatutos de P.T.E. (seis a propuesta
del Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones
y cuatro a propuesta del Ministerio de Economla y
Hacienda), dos de ellos, según resulta de la relación apor­
tada por la recurrente ante la Audiencia Nacional, lo
habrían sido en representación, uno, de U.G.T. en cuanto
«Secretario de Administración de la Federación de Hos­
telería» y, otro, de CC.OO.. concretamente el «Jefe de
recepción de Paradores de Turismo de El Ferrol>•. Frente
a este argumento, acogido por la Audiencia Nacional.
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo estimó erróneo
afirmar que dichas personas representasen a U.G.T. y
CC.OO., respectivamente, por cuanto dicha designación
fue hecha por el Estado, único socio fundador y titular
de todas las acciones, todo ello con independencia ,de
que una de ellas ni siquiera era trab¡üador de P.T.E. Para
la Sala, estas personas, «con Independencia de las afi­

. nidades sindicales que teng.an, no representan eft el Con-
sejo de Administración de «Paradores' de Turismo de
España, S.A.» a Sindicato alguno sino a los Ministerios
interesados, a cuya propuesta fueron designados por
el Estado, que encarna la Junta General. en tanto que
único socio fundador y titular de todas las acciones».

Es preciso dar, cuando menos parcialmente, razón
a la central sindical recurrente en este extremo, cuando
califica a esta interpretación de «excesivo formalismo».
Ciertamente, las indicadas personas no representan, en
sentido técnico, en el Consejo de Administración a las
otras centrales sindicales, las cuales no hanhecho pre­
puesta formal alguna de nombramiento, sino que éstas
han provenido de los señalados Ministerios. En este sen­
tido; bien se puede sostener que dichos nombramientos
no han sido efectuados en· cumplimiento y como con­
secuencia de lo previsto en el arto 70 del repetido
Convenio.

Ahora bien, con .independencia de ello no cabe des­
conocer que en los referidos consejeros se produce una
conexión o afinidad sindical que parece haber sido deter­
minante en su propuesta de npmbramiento. Es decir,
la Junta General de Accionistas de P.T.E., ha decidido
Iibr~ y espontáneamente dar cabida en el citado Consejo
a personas de extracción sindical en un sentido genérico,
cubriendo dos de los diez puestos del Consejo de Admi­
nistración de P.T.E. con quienes, de no mediar su vin­
culación sindical. muy posiblemente no habrían accedido
al mismo.

Este Tribunal ha tenido ya ocasión de ocuparse de
la eficacia del principio de igualdad en el ámbito de las

relaciones laborales. Así, en la STC 34/1984 (funda­
mento jurídico 2.°) señalábamos cómo la «legislación
laboral, desarrollando y aplicando el arto 14 de la Cons­
titución, ha establecido en el arto 4.2 c) del Estatuto
de Trabajadores y en el 17 de igual norma la prohibición
de discriminación entre trabajadores por una serie de
factores que cita, pero, según general opinión, no ha
ordenado la existencia de una igualdad de trato en el
sentido absoluto», añadiendo que ello «no es otra cosa
que el resultado de la eficacia del principio de autonomía
de la voluntad», que, aunque limitado, se mantiene tam­
bién vigente en el ámbito del Derecho del TrabaJo.

Entre los factores que cita el Estatuto de los Traba­
jadores se encuentran los de «afiliación o no a un sin­
dicato» (art. 4.2 c) o «adhesión o no a sindicatos» (art.
17), de tal manera que deben considerarse discrimina­
torias y, por tanto vedadas por el·art. 14 C.E., las «de­
cisiones unilaterales del empresario». que efectúen diS­
tinciones carentes de fundamentó entre las diferentes
centrales sindicales a las que se encuentran afiliados
los trabajadores de la empresa. En este caso, por tanto,
y sin necesidad de abordar la cuestión relativa a una
eventual mayor vinculación en aquellos supuestos, como
el presente, en el que. se trata de una sociedad anónima
de propiedad estatal. es claro que el principio de igualdad
no puede ser desconocido como medida de validez de
la resolución impugnada.

Examinada desde esta perspectiva, la conducta de
la Sociedad Estatal no incurre en discriminación.. Basta
para ello tener en cuenta que la representación de las
distintas centrales sindicales en el Comité Intercentros,
tal como se declara probado en la Sentencia de instancia,
venía siendo de seis procedentes de le candidatura de
U.G.T., otros seis de·CC.OO. y uno de C.G.T. Dada esta
correlación en la representatividad de las distintas cen­
trales en dicho Comité Intercentros, y partiendo de nues­
tros anteriores pronunciamientos sobre la legítimidad del
criterio de la mayor representatividad (entre otras, STC
164/1993), no puede en modo alguno tacharse de arbi­
traria una opción de la citada Sociedad con arreglo a
la cual. y sobre la base de atribuir, libre y espontánea­
mente, dos de los diez puestos del Consejo de Admi­
nistración de P.T.E. a personas que podríamos llamar
genéricamente. de extracción sindical, se atribuyera un
puesto a alguien vinculado a cada una de las dos cen­
trales primeramente citadas, con la consiguiente exclu­
sión de la central demandante de amparo. En conclUSión,
la no incorporación en el Consejo de Administración de
la Sociedad Estatal P.T.E. de un miembro procedente
de C.G.T. no ha vulnerado tampoco el derecho funda­
mental de la recurrente a no ser objeto de un trato
discriminatorio.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR I,A AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publfquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a nueve de mayo de mil novecientos
noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado BarriO.-Firmado y rubricado.


